TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, cuatro de septiembre de dos mil nueve.

Acta No. 441 del 4 de septiembre de 2009.

Expediente 66001-31-10-001-2007-00144-01

Decide la Sala el recurso de apelación que interpuso la apoderada judicial del demandado Jhon Jairo Ceballos Carmona, contra la sentencia de fecha 12 de septiembre de 2008, proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, en el proceso ordinario que en su contra instauró la señora Clementina Castellanos Corredor. 

ANTECEDENTES 

1) Pretende la demandante se declare que entre ella y el señor Jhon Jairo Ceballos Carmona existió una sociedad de hecho de carácter patrimonial, entre el 6 de agosto de 1993 y el 23 de agosto de 2006; se ordene su disolución y posterior liquidación y se condene al demandado a pagar las costas del proceso, en caso de oposición.

2) El extenso relato fáctico que sirve de sustento a las peticiones  da cuenta de acontecimientos que no guardan relación directa con ellas. Para lo que interesa a la decisión de fondo, pueden extraerse los más relevantes así:

a.- Hacia finales del año 1991 el demandado llegó a trabajar como agricultor en predio vecino a aquel en el que vivía la actora, así se conocieron e iniciaron una relación sentimental y afectiva; dos años después la mujer quedó embarazada y el 18 de marzo de 1993 nació la menor Hilda Lorena Ceballos Castellanos. 

b.- Para el mes de agosto de 1993 la pareja comenzó su convivencia en inmueble de propiedad de la demandante y el  22 de noviembre de 1994 nació el segundo, Jhon Edisson Ceballos Castellanos.

c.- El demandado se encargó de administrar el predio donde residía la familia y al adquirir parte del mismo, empezó a sentirse amo y dueño de la totalidad, desconoció derechos de su compañera y con lo que producía, construyó una vivienda en la que se alojó con su madre y dejó a la demandante y a sus dos hijos en el inmueble que siempre habitaron.

d.- La convivencia entre las partes se rompió de manera definitiva el 23 de agosto de 2006.

3) La demanda se admitió por auto del 5 de marzo de 2007 y de la misma se ordenó correr el debido traslado al demandado. 

Posteriormente se ordenó la inscripción de la demanda en el folio de matrícula inmobiliaria No. 290-33541 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.

4) Trabada la relación jurídica procesal, el demandado, por intermedio de apoderada judicial, dio respuesta oportuna al libelo. Aceptó la mayoría de los hechos de la demanda relacionados con la unión marital de hecho, pero aduce que la misma comenzó en el año 1992.

5) Luego se celebró la audiencia prevista en el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, dentro de la cual se declaró fracasada la conciliación. Posteriormente se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, el término venció en silencio.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 12 de septiembre de 2008. En ella, la señora Jueza Primera de Familia de Pereira reconoció la existencia de la unión marital de hecho entre los señores Clementina Castellanos Corredor y Jhon Jairo Ceballos Carmona y le reconoció efectos patrimoniales entre el 6 de agosto de 1993 y el 23 de agosto de 2006; declaró disuelta y en estado de liquidación la sociedad patrimonial y condenó al demandado a pagar las costas del proceso.

RECURSO DE APELACION 

Inconforme con el fallo, el demandado lo impugnó porque de acuerdo con la propia confesión de la actora, contenida en la demanda, la unión marital de hecho entre ellos se inició en el año de 1991 y como prueba de tal aserto, aduce, su primera hija nació en marzo de 1993; expresa que las relaciones sexuales entre ellos, desde aquel año, demuestran la existencia de la unión marital de hecho sin que se requiera que convivan bajo el mismo techo, porque de ser así, podría argumentarse que aún se encuentra vigente toda vez que las partes todavía comparten la misma casa.

Insiste en que sostuvo relaciones sexuales permanentes con Clementina desde el año 1991 y por ende, desde esa fecha debe  declararse la unión marital de hecho para que se incluya dentro de la sociedad patrimonial el 50% de un inmueble que la citada señora adquirió por esa época.

CONSIDERACIONES

1) Los presupuestos procesales para proferir sentencia de mérito se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2) Las partes están legitimadas en la causa.

3) Pretende la actora, por medio de la acción propuesta, se reconozca la existencia de una sociedad patrimonial como consecuencia de la  unión marital de hecho entre ella y el señor Jhon Jairo Ceballos Carmona, la que debe ser declarada disuelta y en estado de liquidación.

La Ley 54 de 1990, por medio de la cual se concedieron efectos a las uniones maritales de hecho, dice en el artículo 1º que a partir de su vigencia y para todos los efectos civiles así se denomina la formada entre un hombre y una mujer, o personas del mismo sexo de acuerdo con la sentencia de exequibilidad C-075 del 7 de febrero de 2007 proferida por la Corte Constitucional, que sin estar casados hacen una comunidad de vida permanente y singular, disposición de la cual se deducen los requisitos que deben reunirse a efectos de obtener su reconocimiento judicial.

De otro lado, los presupuestos para que se configure una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes los señala el artículo 2° de la misma ley cuando expresa que ella se presume cuando la unión ha tenido una duración mínima de dos años en el evento de que ninguno de los miembros de la pareja tenga impedimento para contraer matrimonio, pues de ser lo contrario, se exige además que la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas por lo menos un año antes de la fecha en que se inició la unión marital de hecho.

Para construir la presunción legal de sociedad patrimonial entre compañeros permanentes la ley toma como punto de partida la unión marital de hecho específica, que constituye presupuesto indispensable de la referida sociedad. En consecuencia, inicialmente deberá analizarse si entre los señores Clementina Castellanos Corredor y Jhon Jairo Ceballos Cardona existió y si tiene las características de una comunidad de vida, aspecto sobre el cual se pronunció la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 12 de diciembre de 2001, con ponencia del Dr. Jorge Santos Ballesteros:

“La comunidad de vida, o comunidad vital o consorcio de vida, es pues un concepto que como acaba de apreciarse está integrado por elementos fácticos objetivos como la convivencia, la ayuda y el socorro mutuos, las relaciones sexuales y la permanencia, y subjetivos otros, como el ánimo mutuo de pertenencia, de unidad y la affectio maritalis, que unidos además a la descendencia común y a las obligaciones y deberes que de tal hecho se derivan, concretan jurídicamente la noción de familia. Destaca la Corte como derivado del ánimo a que se ha hecho referencia, deben surgir de manera indubitable aspectos tales como la convivencia de ordinario bajo un mismo techo, esto es la cohabitación, el compartir lecho y mesa y asumir en forma permanente y estable ese diario quehacer existencial, que por consiguiente implica no una vinculación transitoria o esporádica, sino un proyecto de vida y hogar comunes que, se insiste, no podría darse sin la cohabitación que posibilita que una pareja comparta todos los aspectos y avatares de esa vida en común...”.

Según esa doctrina, la comunidad de vida a que se refiere la ley al tratar de la unión marital de hecho exige como elemento esencial y objetivo la cohabitación, tomada en el sentido de compartir la misma residencia o vivienda y es ese elemento estructural que debe darse para que se configure la unión marital de hecho, pero además consagra un elemento subjetivo, traducido en la existencia de un vínculo con todas las apariencias de matrimonio que evidencie la entrega común de cuerpos y alma, la intención de formar un hogar.

En este caso no existe controversia sobre la comunidad de vida entre las partes en litigio, con las características a que se refiere la jurisprudencia transcrita, de la que se deriva la unión marital de hecho pregonada en la demanda. Así se infiere de la propia confesión del demandado, que al dar respuesta al libelo aceptó  su existencia. Además, la confirman los testimonios oídos en el curso del proceso, porque todos dieron cuenta de esa especial relación, al afirmar que los citados señores vivían bajo el mismo techo como marido y mujer.

El debate giró en torno al extremo temporal en que la unión marital tuvo su comienzo, pues mientras la actora aduce que tal hecho se produjo en agosto de 1993, aunque desde 1991 sostenían relaciones sexuales; el demandado alega que comenzó desde 1992.

Obran en el proceso dos grupos de testimonios. Uno, que le mereció credibilidad al juzgado, dijo que la convivencia se inició aproximadamente cinco meses después de haber ocurrido el nacimiento de la hija mayor de las partes, Hilda Lorena, hecho acaecido el 28 de marzo de 1993, como lo acredita la copia auténtica de su registro civil de nacimiento que obra a folio 58 del cuaderno principal. El otro expresó que esa relación nació cuando Clementina anunció a Jhon Jairo su estado de gravidez.

El primer grupo de declarantes lo conforman José Abelardo Betancur Valencia, Luz Amparo Corredor Moscoso y Martha Elvira Castellanos Corredor. El primero es el esposo de la segunda y ésta es prima de la demandante; la última, su  hermana. Todos ellos dieron un testimonio similar al decir que la convivencia bajo un mismo techo entre Clementina y Jhon Jairo comenzó cuando su primera hija, Hilda Lorena, contaba con aproximadamente cinco o siete meses de edad, lo que les consta porque durante el embarazo la actora se radicó en casa de los dos primeros deponentes para colaborarles con el cuidado del padre de Luz Amparo, quien se hallaba enfermo y que cuando estaba terminando el embarazo, regresó a la casa de su madre y fue cinco o seis meses después de ocurrido el parto, cuando las partes comenzaron a compartir la misma vivienda.

A esas versiones se les concede mérito demostrativo en razón a su mutua concordancia y porque de manera personal y directa pudieron percibir que la pareja no compartió el mismo techo y el mismo lecho en forma similar a como lo hace una pareja matrimonial mientras Clementina esperaba su primer hijo, pues permaneció la mayor parte de su embarazo en casa de dos de los deponentes, donde vivía sin el demandado, y regresó luego a la materna, aún sin él, como lo pudo percibir la otra declarante, quien residía en ese lugar y por esa misma razón se percato que fue seis o siete meses después del parto, en 1993, cuando comenzó la convivencia.

Sus expresiones no pueden tildarse de sospechosas por los vínculos familiares que tienen con la demandante, pues esa mera circunstancia no supone forzosamente el descalificar sus afirmaciones, ya que dentro de las relaciones familiares por lo general son sus integrantes quienes mejor las conocen y por tal razón en esta clase de procesos son esos testigos los que mayores elementos de juicio aportan a la instrucción y en el caso  concreto no es posible dudar de sus afirmaciones porque no se  evidencia circunstancia alguna, diferente a ese parentesco, que pueda afectar su credibilidad; es decir, no se vislumbra hecho alguno del que pueda deducirse que su  imparcialidad se afectó y que permitiera concluir de manera razonada que en su ánimo cobró mayor fuerza el interés el resultado del proceso, que el deber de colaborar con la justicia.

El otro grupo lo conforman los señores Álvaro Ríos Giraldo, Jesús Alberto Ramírez Bermúdez, Martha Cecilia Arenas de Martínez e Iván Darío Aguirre Giradlo, quienes declararon a solicitud del demandado. Básicamente afirmaron que las partes en conflicto iniciaron su convivencia en el año 1992.

Jesús Alberto Bermúdez Cárdenas dijo que la pareja en litigio comenzó una relación de amistad, luego fueron novios en 1991 y empezaron a vivir juntos a mediados de 1992, afirmación que hace a pesar de que nunca visitó la residencia en la que afirma habitaban y sólo pasada por el lugar y veía a Clementina “barriendo”.  Martha Cecilia Arenas de Martínez declaró en términos similares en relación con la fecha en que los compañeros comenzaron su convivencia. Sin embargo tampoco los visitaba y se percató del hecho porque pasaban juntos por el frente de su casa.

En testimonios como esos no puede encontrarse la prueba de la relación de naturaleza marital como la que se discute en ese proceso, porque es precisamente lo que los deponentes observan en el diario acontecer familiar lo que permitirá al juez  formarse el convencimiento de la existencia de esa especial unión y en el caso concreto, los deponentes nada con grado de verosimilitud transmiten porque ningún hecho percibieron del que pudiera deducirse que las partes compartían sus vidas como pareja marital.

Álvaro Ríos dijo que se percató de su convivencia en la casa de la mamá de la actora en el año de 1992, cuando Clementina esperaba su primera hija que nació en 1993, porque después de salir del trabajo pasaba por el sitio y “los veía ahí como una pareja normal”, pero de sus expresiones se infiere que en las pocas visitas que hizo al lugar por la época que al caso interesa, se relacionaba exclusivamente con el demandado, “para intercambiar cuestiones de fumigadas y trabajo”, ya que no relató hecho que hubiese conocido de manera directa y que le permitiera concluir que en realidad su amigo compartía la vida maritalmente con la actora. 

Por su parte Iván Darío Aguirre adujo que la pareja empezó una relación de novios como en el año 1991 y a vivir juntos a mediados de 1992, de lo que se enteró porque para entonces visitaba con frecuencia el lugar con motivo del trabajo que allí desempeñaba.  Sin embargo, de sus expresiones tampoco se colige hecho alguno del que pueda inferirse cómo desarrollaban su vida las partes para la época en controversia. 

Las aseveraciones de estos testigos sobre la fecha en que afirman se inició la convivencia, aunque tan categóricas para ellos, resultan deleznables para la Sala, porque a pesar del tiempo transcurrido desde entonces la recuerdan casi con precisión, como una lección aprendida, y no sólo esa, sino además el año en que iniciaron su noviazgo y la época en que nació su primera hija, pero olvidan aquellas en que acaecieron otros sucesos que podrían ser de más interés para ellos, como sucede con Jesús Alberto Bermúdez Cárdenas, quien fue empleador del demandado y a pesar de tratarse de un hecho de interés personal,  no recordó la época en que ello aconteció; tampoco pudo ubicarse temporalmente el señor Álvaro Ríos Giraldo para explicar el período durante el cual el demandado fue su compañero de trabajo y algo similar le sucedió a Martha Cecilia Arenas de Martínez, quien no recuerda cuánto hace que ella misma dejó  de vivir en la vereda La Bella, en la que se desarrolló la convivencia.  

Otro motivo que permite dudar sobre el real conocimiento que del hecho que se analiza tuvieron los declarantes de cuya valoración se ocupa la Sala, lo constituye la circunstancia de no tener ninguno vínculo amistoso con la demandante, lo suficientemente estrecho, que les hubiese permitido enterarse sobre la forma como se desarrollaba la convivencia, aspecto sobre el que ninguna manifestación hicieron.  De sus expresiones en general se infiere que el mayor contacto lo tuvieron en forma exclusiva con el demandado y ninguno con la pareja.

Y si lo anterior no fuera suficiente, el mismo demandado se contradice en sus distintas intervenciones. Como ya se expresara, al dar respuesta a la demanda, confesó de manera espontánea
 que su convivencia con Clementina Castellanos Corredor inició en el año de 1992, cuando concibieron a su hija Hilda Lorena; al comienzo del careo realizado ante la funcionaria instructora, comenzó insistiendo en que la convivencia empezó a finales de 1991, pero en la última parte aduce que fue en 1992, cuando se enteró del embarazo, y al sustentar el recurso de apelación indicó que la unión se inició en el año de 1991, con motivo de las relaciones sexuales que para entonces sostenían.

Así analizados los testimonios recibidos, otorgan a esta Corporación mayor credibilidad los que se escucharon a instancias de la parte actora.

De esa manera, el análisis en conjunto de las pruebas recogidas, a las que la Sala concede mérito demostrativo, permite deducir que entre los señores Clementina Castellanos Corredor y Jhon Jairo Ceballos Carmona existió un vínculo con todas  las apariencias de matrimonio, compartieron la misma vivienda, se trataron como marido y mujer, conformaron un hogar, tuvieron una comunidad de vida permanente y singular y por ende, existió entre ellos la unión marital de hecho pregonada en la demanda desde el 6 de agosto de 1993, cinco meses después de nacida su primera hija, hasta el 23 de agosto de 2006, cuando rompieron su vida en común.

4) Para que entre los citados señores se hubiese formado sociedad patrimonial, como consecuencia de la unión marital de hecho, es necesario establecer si se satisfacen los requisitos que para el caso establece el artículo 2º de la  Ley 54 de 1990. 

El primero lo constituye la unión  marital de hecho específica, la que está plenamente acreditada en el plenario, como antes se explicara y al quedar establecido que Clementina Castellanos Corredor y Jhon Jairo Ceballos Carmona compartieron parte de su existencia como una pareja matrimonial.

El otro lo constituye el plazo bienal y es así como la ley  indica que para que la unión marital de hecho tenga consecuencias patrimoniales, es menester que hubiese perdurado por lo menos dos años.

La misma prueba testimonial recaudada en el curso del proceso permite concluir con certeza que la relación de naturaleza marital entre las personas ya referidas se prolongó por espacio superior a los dos años que exige el legislador para construir la presunción de sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, toda vez que,  como antes se expresara, como marido y mujer compartieron su existencia por espacio aproximado de siete años.

Exige también la ley que entre los compañeros permanentes no exista impedimento alguno para contraer matrimonio o que de existir, la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas y liquidadas  por lo menos un año antes de la fecha en que se inició  la unión marital de hecho.

Ninguno de los compañeros permanentes tenía impedimento para contraer matrimonio, presupuesto que también se requiere para que surja la sociedad patrimonial. 

Lo hasta aquí expuesto, es suficiente para sostener que debidamente acreditado está que entre las partes existió la unión marital de hecho pregonada en la demanda, la que produjo consecuencias patrimoniales desde el 6 de agosto de 1993 hasta el 23 de agosto de 2006, fechas declaradas por la funcionaria de primera instancia; por lo tanto, la decisión será confirmada.

5) Para la Sala no tienen acogida los argumentos planteados por la apoderada judicial del recurrente al decir que la unión marital entre las partes inició en el año 1991 cuando los compañeros permanentes empezaron a tener relaciones sexuales, porque hecho como ese no origina la especial unión que quiso protegerse con la expedición de la ley 54 de 1990, mientras no se materialice la  vida común, singular, con características de permanencia, ayuda y socorro mutuos, entrega común de cuerpos y alma y otros tantos valores que permitan concluir con total certeza que antes que una relación de amistad y noviazgo, es la intención de la pareja conformar una verdadera familia, como lo explica la jurisprudencia que en otro aparte se transcribió.

DECISIÓN

De acuerdo con lo expuesto, se confirmará la sentencia apelada.

El demandado será condenado a pagar las costas causadas en esta instancia, a favor de la demandante. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira -Sala Civil Familia- administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE :

1º. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, el 12 de septiembre de 2008, en el proceso ordinario sobre unión marital de hecho, promovido por la señora Clementina Castellanos Corredor contra Jhon Jairo Ceballos Carmona. 

2º. Se condena al impugnante a pagar las costas causadas en esta instancia a favor de la demandante. Tásense. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados, 

CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS 

GONZALO FLÓREZ MORENO




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

�	 El artículo 194 del C.P.C. preceptúa que la confesión espontánea se hace en la demanda y su contestación o en cualquier otro acto del proceso sin previo interrogatorio.







